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RESUMEN

Del proceso de transformación tecnológica, esencial, sin duda, para el avance y el desarrollo
de las sociedades, deriva un fuerte impacto social que llega incluso a afectar a derechos sociales
básicos de la ciudadanía. El concepto de «Industria 5.0» apuesta por una visión humanizadora
y ambientalmente sostenible de estos procesos de transformación, que sitúe a las personas en
el centro de los mismos. Es necesario, así, superar los valores de la eficiencia y la productividad
como únicos objetivos de la innovación tecnológica, y conciliarlos con el bienestar social y am-
biental. 

Los sistemas de protección social no pueden permanecer ajenos a esta realidad, debiendo
los poderes públicos articular medidas que ofrezcan respuestas adecuadas frente a los riesgos
sociales globales ante los que nos enfrentamos en la actualidad. Y entre esos riesgos, la sos-
tenibilidad futura de los sistemas de pensiones se sitúa en un lugar destacado. Un objetivo, este
de la sostenibilidad, que debe abordarse desde un enfoque integral, de manera que las reformas
que se lleven a cabo para su consecución, junto a su enfoque puramente económico-financiero
integren también una dimensión digital, medioambiental y de justicia social.

Doc. Labor., núm. 128-Año 2023-Vol. I. ISSN: 0211-8556. El concepto de «industria 5.0»..., págs. 83 a 101

EL CONCEPTO DE «INDUSTRIA 5.0», EMERGENCIA CLIMÁTICA 
Y SISTEMAS DE PROTECCIÓN SOCIAL*

«INDUSTRY 5.0», CLIMATE EMERGENCY AND SOCIAL 
PROTECTION SYSTEMS

Isabel María Villar Cañada**

Universidad de Jaén

* Recibido el 27 de diciembre de 2022. Aprobado el 9 de enero de 2023.
** Profesora Titular Área de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.

DL entera 128_Maquetación 1  29/05/23  13:15  Página 83



ABSTRACT

The process of technological transformation, essential for the advancement and development
of societies, has a strong social impact, including affecting basic social rights of citizens. The
concept of «Industry 5.0» is committed to a humanizing and environmentally sustainable vision
of these transformation processes, which places people at the center of them. It’s necessary to
overcome the values of efficiency and productivity as the only objectives of technological inno-
vation, and to reconcile them with social and environmental welfare.

Social protection systems cannot remain oblivious to this reality, and the public authorities
must articulate measures that provide adequate responses to the global social risks we are cu-
rrently facing. And among those risks, the future sustainability of pension systems stands out.
One objective which must be approached from a comprehensive perspective, and the reforms
carried out to achieve it, together with its purely economic-financial approach, also integrate a
digital, environmental and social justice dimension.

Palabras clave: protección social, sistema de pensiones, riesgos sociales globales, soste-
nibilidad, suficiencia
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1. PLANTEAMIENTO GENERAL

No deben existir dudas a estas alturas de la potencialidad que presentan las nuevas tecno-
logías y de su papel clave en el desarrollo de la sociedad. Pero también es una realidad incues-
tionable que el proceso de transformación enmarcado en el tan traído y llevado concepto de
Industria 4.0 (nuevas tecnologías, digitalización, inteligencia artificial, big data…) se está carac-
terizando por una profunda deshumanización. No hay más que echar un vistazo a algunas de
las manifestaciones o consecuencias de ese proceso en el ámbito laboral y en la sociedad en
general (trabajadores de plataformas, brecha digital, exclusión de los mayores de los servicios
bancarios…) para corroborar esa afirmación. Esta deshumanización afecta de manera más in-
tensa a colectivos particularmente vulnerables (jóvenes, mujeres, mayores, capas sociales más
débiles…). 

Nos hallamos, por tanto, ante un proceso con un elevado impacto social que llega a afectar
a derechos sociales básicos en los estados de bienestar.

Frente a este panorama, desde diversas instancias se viene llamando la atención sobre la
necesidad de apostar por modelos productivos basados en la economía verde1 y en una idea
de sostenibilidad integral (social, ambiental y económica), de sostenibilidad justa, a través de
una masiva inversión pública coordinada para orientar los avances tecnológicos y los procesos
de transformación derivados de los mismos de una forma más coherente y humana2. 

En este sentido, la Comisión Europea acuña el concepto «Industria 5.0»3, caracterizado por
una visión humanizadora y ambientalmente sostenible de los procesos de transformación digital,
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1 Así la Conferencia de la Organización de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (COP26) celebrada en
Glasgow en 2021.
2 MOLINA NAVARRETE, C. y VILLAR CAÑADA, I. M. Industria 5.0, transición ecológica y pilares de las pensiones:
del ingreso mínimo vital a la nueva previsión social profesional. Centro de Estudios Financieros. Madrid, 2022, p.
13.
3 Concepto este directamente conectado con el concepto japonés de «sociedad 5.0» en esa apuesta de que cual-
quier innovación tecnológica debe situar en el centro la mejora del bienestar personal y social.
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que sitúa a la persona en el centro, apostando por la mejora del bienestar personal y social. Es
decir, las personas deben constituir el fin y no meros instrumentos al servicio de la optimización
productiva que deriva de la digitalización. 

Cierto es que este concepto de «Industria 5.0» aún no goza de consenso, y suscita críticas
que apuestan porque antes de seguir avanzando, convendría continuar afianzando el concepto
de «Industria 4.0»4. Pero es que la industria 5.0 no debe ser entendida como una mera evolución
cronológica de la 4.0, sino como un nuevo paradigma que aporta una nueva visión de esta, in-
tegradora del enfoque económico y tecnológico con el social y ambiental. Como se apuntaba,
está fuera de toda duda la potencialidad de las nuevas tecnologías para el desarrollo de la so-
ciedad. Pero, para garantizar que ese desarrollo y avance se lleve a cabo de una manera ade-
cuada, resulta necesario superar los valores de la eficiencia y la productividad como únicos
—no siquiera como principales— objetivos de la innovación tecnológica, apostando por conciliar
esa productividad económica, derivada de la digitalización, con el bienestar social y ambiental.
Es decir, el aumento de la productividad económica perseguida con el rendimiento digital debe
conciliarse con la satisfacción de finalidades sociales y también ambientales5. Y los avances
tecnológicos han de dirigirse, también, a la mejora de las razones de bienestar personal y social
de la ciudadanía.

El concepto de «Industria 5.0» no viene, pues, a desplazar el de «Industria 4.0», sino a com-
plementarlo, presentándose como un medio para evitar o minimizar los riesgos que para las
personas y las sociedades en general derivan de las transformaciones tecnológicas; como un
instrumento para facilitar una transición justa a los cambios y para preservar el medio ambiente,
ofreciendo una nueva visión de los procesos de digitalización y automatización a través de la
cual, además de beneficios de rentabilidad y eficiencia económica, es posible también avanzar
en el bienestar social y medioambiental6.

Así, la Industria 5.0 —basada en tres pilares: las personas, la sostenibilidad y la resilien-
cia— nos sitúa ante la idea de transitar de manera justa por la vía de la digitalización, para re-
equilibrar las razones económicas del mercado y las razones individuales y sociales de las
personas7, potenciando la mejora de la vida de la ciudadanía y la preservación del medio am-
biente.

Los procesos de cambio han de ser sostenibles y esa sostenibilidad debe trascender la di-
mensión puramente económica y apostar por un concepto más global, que integre en la misma
la perspectiva social y medioambiental. Las nuevas tecnologías deben servir para orientar los
sistemas económicos hacia modelos sociales inclusivos y verdes, superando el enfoque cen-
trado en el valor de la rentabilidad de las inversiones realizadas por las personas accionistas y
transitando hacia otro en el que se equilibre la relevancia del valor de todas las personas, co-
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4 Entre ellas, WHEELER, M. «¿Industria 5.0? Primero hay que consolidar la Industria 4.0, que aún no es una re-
alidad». Interempresas, 2021:
https://www.interempresas.net/Electronica/Articulos/357706-Industria-50-Primero-hay-que-consolidar-la-Industria-
40-que-aun-no-es-una-realidad.html (consultado el 13 de octubre de 2022).
5 En este sentido, vid. MOLINA NAVARRETE, C. y VALLECILLO GÁMEZ, M. R. (dirs.). De la economía digital a
la sociedad e-work decente: condiciones socio laborales para una industria 4.0 justa e inclusiva. Aranzadi. Pam-
plona, 2021.
6 Esta visión integral aparece recogida en el Informe Industry 5.0. Towards a sustainable, human centric and re-
silient European industry, que destaca «el poder de la industria para alcanzar objetivos sociales más allá de los
trabajos y el crecimiento y convertirse en un proveedor resiliente de prosperidad, todo ello haciendo que la pro-
ducción respete los límites de nuestro planeta y coloque el bienestar de los empleados en el centro de los procesos
de producción». Disponible en: https://op.europa.eu/en/publication-detail/-/publication/468a892a-5097-11eb-b59f-
01aa75ed71a1/
7 Vid. MOLINA NAVARRETE, C. y VILLAR CAÑADA, I. M. Industria 5.0, transición ecológica y pilares de las pen-
siones…, op. cit., p. 15.
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lectivos y entornos, a fin de repartir de forma más equitativa los beneficios que genera el creci-
miento económico y la transformación hacia un mundo digitalizado8.

En definitiva, se trata, así, de aprovechar, o mejor, de optimizar el potencial que presentan
las nuevas tecnologías para la consecución de una prosperidad real, que transcienda la dimen-
sión puramente cuantitativa a la hora de valorar el crecimiento de un país.

Muy a grandes rasgos y si afán de exhaustividad, esa dimensión integral de la sostenibilidad
sobre la que se asientan los procesos de transformación integrados en el concepto de industria
5.0 aparece reflejada, por ejemplo: 

– En la propuesta de Directiva sobre personas trabajadoras de plataformas tecnológicas9

que parte de la laboralidad de la prestación de los servicios como garantía que facilita la pro-
tección tanto laboral como social; 

– En la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo sobre salarios mínimos
adecuados en la Unión Europea, insertada en el principio 6 del Pilar Europeo de Derechos So-
ciales10, que establece como finalidad la de asegurar unas condiciones de vida dignas y construir
sociedades justas y resilientes; 

– También, aunque sin carácter vinculante11, en el compromiso contenido en el artículo 30
de la Carta Social Europea revisada de garantizar el ejercicio efectivo del derecho a protección
contra la pobreza y la exclusión social.

– En esta misma línea, en el Pacto Verde Europeo que establece que se han de garantizar
las oportunidades de todas las personas a fin de que la transición ecológica sea justa y esta-
blecer instrumentos que favorezcan la lucha contra la desigualdad y la pobreza, en especial
energética, al tiempo que se refuerza la competitividad empresarial europea. La transición eco-
lógica debe configurarse, así, como una oportunidad para la creación de mercados para tecno-
logías y productos limpios, mediante la realización de inversiones sostenibles, tanto social como
ambientalmente. 

– En el Reglamento (UE) 2019/1238 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio,
relativo a un producto paneuropeo de pensiones individuales que pretende responder a algunos
de los desafíos que enfrenta la Unión Europea entre ellos «los perfiles de carreras, el mercado
laboral y la distribución de la riqueza que están experimentado profundos cambios, en particular
debido a la revolución digital» (considerando 3), estableciendo que el mencionado producto «to-
mará en consideración los factores ambientales, sociales y de gobernanza» (considerando 8).

– Y, en esta misma línea, los países de la UE deben dedicar al menos el 37 % de la finan-
ciación que reciben del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia a reformas e inversiones que
apoyen objetivos climáticos. En este sentido, en el marco del Plan de Recuperación, Transfor-
mación y Resiliencia, España se compromete a revisar el sistema de previsión social comple-
mentaria (reforma 5.ª componente 30). Y un modelo de inversiones responsable social y
ambientalmente se establece como base para la promoción de los planes de pensiones privadas
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8 Ibidem, p. 22.
9 file:///C:/Users/Usuario/Downloads/COM_2021_762_1_EN_ACT.pdf
10 https://ec.europa.eu/info/strategy/priorities-2019-2024/economy-works-people/jobs-growth-and-investment/eu-
ropean-pillar-social-rights/european-pillar-social-rights-20-principles_es
11 Este carácter no vinculante del compromiso comunitario del derecho a una renta mínima de inserción aparece
recogido de manera expresa en el voto particular de la STC 158/2021, de 16 de septiembre (RTC 2021\158). La
Ley 19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el Ingreso Mínimo Vital, hace referencia también a los
compromisos no vinculantes comunitarios.
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del sistema empleo, previsto en la Ley 12/2022, de 30 de junio (BOE de 1 de julio), de regulación
para el impulso de los planes de pensiones de empleo, por la que se modifica el texto refundido
de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por Real Decreto Le-
gislativo 1/2002, de 29 de noviembre.

En nuestro país, también encontramos otras recientes manifestaciones de esta necesaria
transición justa, de una regulación orientada a favorecer la transformación del modelo econó-
mico-productivo hacia uno más responsable, social y ambientalmente. Así, específicamente, la
Ley 7/2021, de 20 de mayo (BOE de 21 de mayo), de cambio climático y transición energética.
Pero también, con carácter más estructural y, cierto es, tangencialmente, el RD Ley 32/2021,
de 28 de diciembre (BOE de 30 de diciembre), de medidas urgentes para la reforma laboral, la
garantía de la estabilidad en el empleo y la transformación del mercado de trabajo (nuevo art.
47 bis ET Mecanismo RED de Flexibilidad y Estabilización del Empleo12.

2. EL PROCESO DE TRANSICIÓN JUSTA EN LOS SISTEMAS DE SEGURIDAD SOCIAL

Evidentemente, este proceso de transición justa tampoco resulta —o no debiera resultar–
ajeno a las reformas, operadas o proyectadas, de nuestro sistema de Seguridad Social. 

El enfoque integral (social, ambiental y digital) sobre el que se sustenta el concepto de «In-
dustria 5.0» determina el papel clave que el mismo debe desempeñar en el desarrollo del capí-
tulo III del Pilar Europeo de los Derechos Sociales, relativo a la protección e inclusión social13.
En sus puntos 12 y 13, se reconoce respectivamente el derecho de las personas trabajadoras,
con independencia del tipo y la duración de su relación laboral, «a una protección social ade-
cuada», y el de las desempleadas «a ayudas adecuadas a la activación por parte de los servicios
públicos de empleo para (re)integrarse en el mercado laboral y a prestaciones de desempleo
adecuadas de duración razonable, en consonancia con sus propias contribuciones y los criterios
de concesión nacionales». Unas prestaciones que no deberán desincentivar un retorno rápido
al trabajo. Y, junto a estos derechos, se contempla también el de unas prestaciones de renta
mínima adecuadas que garanticen un nivel de vida digno a lo largo de todas las etapas de la
vida a toda persona que carezca de recursos suficientes (punto 14).

Este enfoque integral de protección social se concreta en el caso de la vejez (punto 15) en
el derecho de toda persona a obtener los recursos que le garanticen una vida digna, lo que in-
cluye, en el caso de las personas trabajadoras por cuenta propia o ajena, a una pensión de ju-
bilación acorde a sus contribuciones que garantice una renta adecuada en igualdad de
condiciones a hombres y mujeres.

Por su parte, como se ha indicado, la Carta Social Europea revisada, en su art. 30, integra
los principios propios de los clásicos derechos a la Seguridad Social y a la asistencia social en
un derecho social más amplio, el de protección de la persona frente a los riesgos de pobreza y
de exclusión social; en definitiva, de nuevo el derecho a una vida digna.

Y en nuestro ordenamiento jurídico, el art. 41 CE consagra el, tan olvidado a veces, principio
de suficiencia protectora como uno de los rasgos que han de identificar a nuestro sistema de
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12 Este Mecanismo RED se configura como un instrumento de flexibilidad y estabilización del empleo que, una
vez activado por el Consejo de Ministros permitirá a las empresas la solicitud de medidas de reducción de jornada
y suspensión de contratos de trabajo. Y cuenta con dos modalidades: 
a) Cíclica, cuando se aprecie una coyuntura macroeconómica general que aconseje la adopción de instrumentos
adicionales de estabilización, con una duración máxima de un año.
b) Sectorial, cuando en un determinado sector o sectores de actividad se aprecien cambios permanentes que ge-
neren necesidades de recualificación y de procesos de transición profesional de las personas trabajadoras, con
una duración máxima inicial de un año y la posibilidad de dos prórrogas de seis meses cada una.
13 https://www.educacionyfp.gob.es/dam/jcr:914b1a2e-a293-495d-a51d-95006a47f148/EPSR-booklet_es.pdf
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Seguridad Social y de regir la actuación de los poderes públicos a la hora acometer las distintas
reformas del mismo con el fin de ofrecer una respuesta adecuada frente las situaciones de ne-
cesidad de la ciudadanía. Una suficiencia protectora que el art. 50 CE vuelve a consagrar como
rector de la actuación de los poderes públicos en la protección de la ciudadanía durante la ter-
cera edad, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas.

Sin embargo, este reconocimiento formal de derechos no resulta suficiente. Los riesgos so-
ciales globales14 ante los que nos enfrentamos en la actualidad, demandan una respuesta ade-
cuada por parte de los poderes públicos que garantice la efectividad de los sistemas de
protección social frente a las consecuencias –globales– de los procesos de transformación de
la sociedad en los que nos encontramos inmersos y las necesidades de la ciudadanía derivadas
de los mismos. 

2.1. La sostenibilidad de los sistemas de Seguridad Social como riesgo social global

Pues bien, entre los riesgos de carácter global a los que se enfrentan los actuales Estados
de Bienestar, ocupa un papel principal la cuestión de la sostenibilidad de sus sistemas de Se-
guridad Social, y, particularmente, de sus sistemas públicos de pensiones. En nuestro país,
gran parte de las reformas llevadas a cabo en 2011 y, sobre todo, en 2013 abordaron ese obje-
tivo de la garantía de la sostenibilidad del sistema principal o exclusivamente desde su dimen-
sión económico-financiera. Baste recordar el —afortunadamente ya derogado— Índice de
Revalorización y el, ni siquiera nacido, Factor de Sostenibilidad.

El Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (PRTR) dedica su componente 30 a
la «Sostenibilidad a largo plazo del sistema público de pensiones en el marco del Pacto de To-
ledo». En la misma, trascendiendo la visión puramente económica, se conjugan las ya comen-
tadas dimensiones que engloban el concepto de Industria 5.0: digitalización, inclusión social y
transición justa.

Así, como objetivo principal del componente, se establece el de «preservar la sostenibilidad
a largo plazo del sistema de pensiones, garantizando su poder adquisitivo, su contribución a la
lucha contra la pobreza y la justicia intergeneracional» y, de manera expresa, en su punto 4 se
hace referencia a la contribución –bien es cierto que indirecta, al tratarse de reformas y no de in-
versiones– de las reformas propuestas a la transición energética y la transición digital. En con-
creto, por lo que respecta a la primera –la transición energética–, la reforma de los sistemas
complementarios de pensiones, mediante el impulso de los fondos de pensiones de promoción
pública ha de contribuir a una política de inversiones socialmente responsable (conforme a crite-
rios medioambientales, sociales y de buen gobierno). Y respecto a la transición digital, la reforma
del sistema de previsión social complementaria va a contribuir a la misma, por la trascendencia
que tendrá la gestión digital y la innovación tecnológica «para facilitar la movilización de los planes
de los partícipes y la mejora de los procesos de información y operaciones básicas».

Como es conocido, la reforma operada por la Ley 21/2021, de 28 de diciembre (BOE de 29
de diciembre), de garantía del poder adquisitivo de las pensiones y de otras medidas de refuerzo
de la sostenibilidad financiera y social del sistema público de pensiones, llevó a cabo algunas
de las reformas planteadas en esta componente 30 del PRTR en un intento de reforzar la con-
fianza social y económica en el sistema. Unas reformas que, en gran medida, han sido, y siguen
siendo, valoradas desde –de nuevo– un enfoque estrictamente económico, desde la perspectiva
de su contribución simplemente a la garantía de la sostenibilidad financiera del sistema. 

Sin embargo, como ya se ha indicado, la reforma del sistema de protección social en general,
y de pensiones particularmente, no puede orientarse en exclusiva hacia ese enfoque de una
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14 Sobre esta idea de riesgos globales, vid. BECK, U. La sociedad del riesgo global. Siglo XXI. Madrid, 2022, para
quien el riesgo es «el enfoque moderno de la previsión y el control de las consecuencias futuras de la acción hu-
mana». 
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sostenibilidad únicamente financiera. Cualquier reforma que pretenda operarse sobre el sistema,
debe estar sustentada sobre una visión integral de su sostenibilidad en la que, a los criterios
puramente económico-financieros, se una también una dimensión digital, medioambiental y de
justicia social. Y es que debiera ser algo evidente que el sistema de pensiones «no puede per-
manecer ajeno a las tendencias del sistema económico mismo (digitalización y cambio climá-
tico)»15 y a las consecuencias derivadas de las mismas.

Pues bien, esa visión reduccionista de la sostenibilidad del sistema de pensiones es la que
se encuentra en buena parte de las críticas que se plantean contra las reformas llevadas a cabo
por la Ley 21/2021 que la «acusan» de poner en riesgo la sostenibilidad futura del sistema de
pensiones, de aumentar la brecha generacional, hipotecando las pensiones de las personas
más jóvenes en favor de las pensiones del presente o del futuro inmediato (generación del baby
boom), de inequidad intergeneracional.

2.2. El necesario –y posible– equilibrio entre suficiencia y sostenibilidad en el sistema
de pensiones 

La realidad es que el mantenimiento de un sistema público de pensiones suficientes y ade-
cuadas, pero sostenibles, constituye uno de los grandes retos ante los que se enfrentan las so-
ciedades actuales y que, desde distintos sectores, la búsqueda de esa garantía de suficiencia
de esas pensiones públicas se viene presentando como un obstáculo para la sostenibilidad fi-
nanciera futura del sistema. 

Una realidad esta que se manifiesta también desde la perspectiva de la tensión entre el prin-
cipio de contributividad y el principio de solidaridad; de la lucha o el conflicto intergeneracional
entre las personas trabajadoras más jóvenes, que ven en la factura de las pensiones actuales
un obstáculo para sus oportunidades de empleo y para su protección social futura, y las perso-
nas trabajadoras mayores o pensionistas, beneficiadas por los mecanismos puestos en marcha
en pro de la garantía de la suficiencia de las pensiones, como la vuelta a la revaloración de las
mismas conforme al IPC. Y todo esto, no hemos de olvidar, en un sistema de reparto como el
nuestro en el que la confianza, la solidaridad intergeneracional, resulta un elemento esencial, y
en una sociedad cada vez más envejecida16.

Tal y como pone de relieve la Comisión Europea en el Libro Verde del Envejecimiento. Fo-
mentar la solidaridad y la responsabilidad entre generaciones17, son muchos los casos en que
los/as pensionistas ni pueden prolongar su vida laboral y ni tienen capacidad económica sufi-
ciente para recurrir a la protección social privada complementaria del sistema público. Y en
estos casos, los estados deben proporcionarles instrumentos que aseguren la suficiencia pres-
tacional, sustentados sobre el principio de solidaridad. 

Resulta necesario, pues, superar la visión de estricta sostenibilidad financiera, que sigue
siendo la prevalente en gran parte de las reformas aprobadas o proyectadas en el sistema de
Seguridad Social en los últimos años (entre las más recientes, la ampliación del período a tener
en cuenta para la determinación de la cuantía de la pensión18…). Y, en este mismo sentido, su-
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15 MOLINA NAVARRETE, C. y VILLAR CAÑADA, I. M. Industria 5.0, transición ecológica y pilares de las pensio-
nes…, op. cit., p. 31.
16 Como pone de relieve el Tribunal Constitucional (entre las más recientes, STC 133/2019, de 13 de noviembre,
RTC 2019\133), la Seguridad Social se configura como una función del Estado de Derecho que responde a una
diversidad de fines que trascienden el puramente contributivo, y la Constitución ha consagrado la evolución ex-
perimentada por los sistemas contemporáneos de Seguridad Social, trascendiendo en buena medida la corres-
pondencia estricta cotización-prestación, superada por la dinámica de la función protectora de titularidad estatal».
17 https://ec.europa.eu/info/sites/default/files/com_2021_50_f1_green_paper_es.pdf
18 Un interesante y sucinto análisis de esta cuestión en MALDONADO MOLINA, J. A. «La proyectada reforma de
la base reguladora de la jubilación», en https://www.net21.org/la-proyectada-reforma-de-la-base-reguladora-de-
la-jubilacion/ (consultado el 20 de diciembre de 2022).
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perar también esta visión limitada de la suficiencia prestacional como un coste y avanzar en
una nueva perspectiva que la identifica como una oportunidad para el desarrollo económico y,
por ende, para el crecimiento y mantenimiento del empleo de las personas trabajadoras actua-
les: la llamada silver economy o economía de las canas19. El colectivo de pensionistas se con-
figura, así, como fuente de nuevos sectores de oportunidad económica y de empleo, al generar
nuevos bienes, servicios y, por ende, puestos de trabajo20.

Así, la búsqueda del equilibrio entre sostenibilidad social (suficiencia protectora) y sosteni-
bilidad económico-financiera se nos presenta, pues, como un objetivo incontestable de los sis-
temas de Seguridad Social, en concreto de los sistemas públicos de pensiones. La cuestión
reside en cómo se materializa ese objetivo, quedando a la determinación de cada Estado la de-
terminación de las medidas concretas tendentes a su consecución. Pero, más allá de las dife-
rencias que puedan derivar de concederle mayor protagonismo a un aspecto (el financiero) que
a otro (el social) o viceversa, parece indudable que las reformas sobre el sistema de pensiones
deben orientarse en dos direcciones: por una parte, en línea con el carácter contributivo del sis-
tema, garantizar una adecuada tasa de sustitución entre las rentas percibidas por el sujeto mien-
tras se encontraba en activo y el importe de la pensión (planteándose a este respecto la
posibilidad de conseguirlo, bien a través del sistema público de pensiones o abrir la puerta a
fórmulas complementarias de previsión que contribuyan a ese fin)21; y por otra, sobre la base
del principio constitucional de suficiencia protectora, establecer un nivel mínimo de protección
pública que garantice un nivel de vida digno de las personas pensionistas, paralelo al del colec-
tivo de personas trabajadoras mediante el salario mínimo interprofesional.

Pues bien, en nuestro país, este objetivo de la búsqueda del equilibrio entre sostenibilidad
financiera y suficiencia pensional está presente de manera expresa en la Disposición final quinta
de la Ley 21/2021 al establecer el compromiso del Gobierno de trabajar en pro de la garantía
de la suficiencia de las pensiones mínimas en cumplimiento del mandato contenido en el art.
50 CE y en la Carta Social Europea (art. 4 del Protocolo Adicional a la Carta Social Europea).
Y a tal efecto, se encomienda al Gobierno el impulso de «las modificaciones normativas nece-
sarias para establecer reglas relativas a la evolución de las pensiones mínimas que tengan en
cuenta la evolución del salario mínimo interprofesional, garantizando la sostenibilidad financiera
y social del sistema público de pensiones»22.

También enmarcados en esa visión amplia, en este caso enfocado hacia el aprovechamiento
del potencial de las personas trabajadoras mayores y el incremento de los ingresos del sistema
vía cotizaciones, se encuentran los incentivos a la jubilación postergada, que permitan que
esos/as trabajadores/as mayores puedan seguir aportando su experiencia en las empresas23.
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19 Sobre este tema, interesante resulta el análisis de ALCAIDE, J. C. Silver Economy. Mayores de 65 años: el nuevo
target. LID Editorial. Madrid, 2019. También, ORTEGA CHACÓN. I. y HUERTAS MEJÍAS, A. La revolución de las
canas: Ageingnomics o las oportunidades de una economía del envejecimiento. Gestión 2000. Madrid, 2018.
20 MOLINA NAVARRETE, C. y VILLAR CAÑADA, I. M. Industria 5.0, transición ecológica y pilares de las pensio-
nes…, op. cit., p. 39.
21 En nuestro país, esa tasa de sustitución se sitúa en torno al 80 %, siendo considerada excesivamente generosa
desde diversos sectores económico-financieros que, tomando como referencia la media de los países de la CEOE,
situada en un 60 %, realizan un análisis de la cuestión meramente cuantitativo.
22 La Recomendación del Consejo de 8 de noviembre de 2019, relativa al acceso a la protección social para los
trabajadores por cuenta ajena y por cuenta propia (2019/C-387/01) en esta misma línea, recoge el deber de los
Estados de garantizar el acceso a un nivel adecuado de protección social, entendido como el que permite que las
personas mantengan un nivel de vida digno, sustituye su pérdida de ingresos de manera razonable y vivan con
dignidad, y evita que caigan en la pobreza, contribuyendo al mismo tiempo, en su caso, a la activación laboral y
a la facilitación de la vuelta al trabajo (considerando 17). Vid. en:
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/PDF/?uri=CELEX:32019H1115(01)&from=EN
23 La Recomendación 12 del Pacto de Toledo 2020 se hace eco de la conveniencia de fomentar la permanencia
en el mercado de trabajo de las personas trabajadoras a través de la adaptación y mejora de los incentivos en los
supuestos de retraso voluntario del momento de la jubilación.
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Unos incentivos estos materializados en nuestro sistema de pensiones fundamentalmente en
el reconocimiento en los supuestos de jubilación demorada o diferida de un complemento en la
cuantía de la pensión por cada año completo de trabajo y cotización acreditado por la persona
trabajadora una vez cumplida la edad legal de jubilación y acreditado el período mínimo de ca-
rencia previsto normativamente para acceder a la pensión contributiva. Un complemento, que,
tras la reforma operada por la Ley 21/2021 en el art. 210.2 LGSS puede, a opción de la persona
interesada en el momento de acceder a la pensión24, adoptar la fórmula de un porcentaje adi-
cional del 4 % por cada año completo cotizado entre la fecha en que cumplió la edad de jubila-
ción y la del hecho causante de la pensión25; una cantidad a tanto alzado («cheque
compensatorio»26) por cada año completo cotizado entre la fecha en que cumplió la edad y la
del hecho causante, cuya cuantía vendrá determinada en función de los años de cotización
acreditados en la primera de las fechas indicadas; o bien, una combinación de ambas opciones
en los términos que se determine reglamentariamente27.

No hace falta incidir en los discretos –fallidos– resultados que en nuestro sistema de pen-
siones han tenido tradicionalmente los incentivos establecidos para estos supuestos de retraso
voluntario del momento de la jubilación. Cierto es que, conforme a los datos presentados por el
Ministerio de Seguridad Social, a octubre de 2022 el porcentaje de jubilaciones demoradas se
había incrementado en un 7 %, hasta representar el 5,5 %, frente al 4,9 % de 2019 consecuen-
cia, según palabras del Ministro, de la puesta en marcha de las reformas dirigidas a aproximar
la edad real a la edad legal de jubilación y el rediseño de los incentivos en los casos de jubila-
ciones postergadas. No pensamos, no obstante, que se deban «echar las campanas al vuelo»
más aun teniendo en cuenta que, sin negar la mejora en los datos –que tampoco resultaba un
objetivo particularmente difícil de conseguir, teniendo en cuenta de dónde veníamos–, los re-
sultados siguen siendo, como decíamos, discretos. Y tampoco parece que la situación de in-
certidumbre sobre el futuro de nuestro sistema de pensiones ofrezca las condiciones más
adecuadas para la prolongación voluntaria de la vida laboral de forma generalizada o mayori-
taria.

3. LA APUESTA POR UNA SOSTENIBILIDAD INTEGRAL DEL SISTEMA DE SEGURIDAD
SOCIAL. ALGUNAS MANIFESTACIONES RECIENTES

Como venimos diciendo, en el marco de la Industria 5.0 se hace necesaria una visión de la
sostenibilidad de nuestro sistema de Seguridad Social superadora del simple enfoque econó-
mico financiero, una apuesta por una idea global de sostenibilidad que, junto a ese enfoque pu-
ramente económico, incorpore también una dimensión social y ambientalmente responsable.

Esta visión amplia o integral está presente en algunas de las reformas que en los últimos
tiempos se están operando en nuestro sistema de pensiones. Además de las que ya se han ido
indicando a lo largo de este estudio, pretendemos ahora abordar de una forma algo más dete-
nida algunas de ellas, incidiendo en esa búsqueda de la sostenibilidad integral del sistema y de
un proceso de transición justa. 
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24 Para un adecuado ejercicio de ese derecho de libre elección se requiere, evidentemente, de una mayor trans-
parencia de la Administración, que proporcione a la ciudadanía una información suficiente y completa sobre el al-
cance de la medida y sus efectos. 
25 Con anterioridad a la reforma, el incentivo se situaba en el 2 %, el 2,75 % o el 4 % por cada año completo de
cotización, según el período de carencia acreditado por el sujeto.
26 MOLINA NAVARRETE, C. La nueva pensión de jubilación, pública y privada, tras las últimas reformas. Entre
suficiencia y sostenibilidad financiera. La Ley. Madrid, 2022, p. 195.
27 Un detenido análisis de este nuevo modelo de incentivos a la jubilación demorada y el beneficio real que deriva
de los mismos suponen en MOLINA NAVARRETE, C. Idibem, pp. 196 y ss.
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3.1. El mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones. La vuelta a la evolución
de los precios como criterio de revalorización

Como es sabido, el mandato, dirigido a los poderes públicos, contenido en el artículo 50 de
la Constitución exige una actualización periódica de las pensiones de jubilación que garantice
su suficiencia y adecuación y, por ende, el mantenimiento de su poder adquisitivo28. Cierto es
que, según el Tribunal Constitucional, nuestro ordenamiento jurídico no garantiza un concreto
criterio o un nivel mínimo de actualización, sino que la misma «puede ser modulada por la Ley
de Presupuestos Generales del Estado en función de las circunstancias socioeconómicas con-
currentes, y, por ello, habilita a la LPGS para que decida cuál es el alcance de la actualización»
(SSTC 49/2015, de 5 de marzo (RTC 2015\49) y 129/2015, de 8 de junio (RTC 2015\129)). Un
«paradigma constitucional de revalorización devaluado», avalaría una revalorización únicamente
nominal, sin eficacia real; una «profunda anomalía jurídica»29.

El compromiso de actualización aparece asumido de manera expresa por la Comisión Par-
lamentaria del Pacto de Toledo (recomendación 2 Pacto de Toledo, 2020), que, partiendo del
hecho de que el colectivo de pensionistas es uno de los que, de manera más intensa, se ve
afectado por las variaciones de la inflación sobre el coste de la vida, al carecer, con carácter
general, de otras alternativas de renta, apuesta por la necesidad de preservar el poder adqui-
sitivo de las personas pensionistas mediante la adopción de «medidas encaminadas a asegurar
el equilibrio social y financiero del sistema…», volviendo al compromiso de revalorización vin-
culada al IPC, en cuanto este «se presenta como el mecanismo que ha de servir para conservar
el poder adquisitivo de las pensiones».

Una línea esta que es plasmada también en la componente 30 PRTR, que, partiendo de la
crítica del Índice de Revaloración aprobado en 2013 y la pérdida progresiva de poder adquisitivo
del colectivo de pensionistas derivada de su aplicación, apuesta por la necesaria reforma dirigida
a garantizar el mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones.

Pues bien, la Ley 21/2021, mediante la modificación del art. 58 LGSS, materializó esa reco-
mendación, derogando el mecanismo de revalorización instaurado en 2013 y sustituyéndolo
por la actualización de las pensiones contributivas al principio de cada año conforme al IPC, si
bien es cierto que, como mecanismo de atenuación del incremento del coste, no al IPC acumu-
lado del año anterior, sino en el porcentaje de subida del IPC promedio de los doce meses pre-
vios a diciembre del año anterior30.

Nos hallamos, sin duda, ante una reforma de gran relevancia que, desde el punto de vista
social, «constituye la principal expresión del enfoque de reconquista de derechos de pensión
de jubilación» de la reforma de 202131. Una apuesta decidida por el principio de suficiencia pro-
tectora, que, no obstante, plantea indudables problemas en ejercicios económicos caracteriza-
dos por una inflación elevada, como en el que nos encontramos, por la tensión financiera a la
que somete a las, ya maltrechas, cuentas del sistema público de pensiones32. Un hecho este
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28 Mandato este concretado en los arts. 58 y 62 LGSS para, respectivamente, las pensiones contributivas y las no
contributivas.
29 MOLINA NAVARRETE, C. La nueva pensión de jubilación, pública y privada, tras las últimas reformas, op. cit., p. 44.
30 En 2023, la aplicación de este mecanismo y de la inflación interanual, dan lugar a una subida de las pensiones
contributivas de un 8,5 %.
La idea inicial del Gobierno partía de vincular la subida de las pensiones a una media del IPC a cinco años, pro-
puesta rechazada sindicalmente, tras la cual se planteó tomar en cuenta el IPC del año anterior, compensando
los años de inflación negativa a lo largo de los tres ejercicios siguientes, con excepción de las pensiones mínimas,
opción esta también rechazada.
31 MOLINA NAVARRETE, C. La nueva pensión de jubilación, pública y privada, tras las últimas reformas…, op. cit., p. 48. 
32 En Italia, por ejemplo, esta problemática intenta reducirse al emplear un sistema de vinculación al IPC progresivo,
según la cuantía de la pensión (las más bajas suben el 100 % del IPC, y el resto, entre un 90 y un 50 %, según
su importe, excluyéndose de esa vinculación las que superen un determinado importe.
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que concentra la mayor parte de las críticas que ha recibido esta reforma al no contemplarse
ninguna medida de control en la línea de intentar equilibrar la suficiencia y la sostenibilidad del
sistema.

Pero estas críticas parten, en la mayor parte de los casos, de una visión limitada y reduccio-
nista de la protección dispensada por el sistema de pensiones, que pone el foco exclusivamente
en el gasto que supone para las arcas públicas y la erosión de la sostenibilidad del sistema33,
obviando su papel –clave– como inversión social, más aún en momentos como el actual en el
que el colectivo de personas mayores es un sector creciente de la población que resulta clave
para el crecimiento económico. Y es que, resultando evidente, como se apuntaba, el incremento
del gasto que para el sistema deriva de la aplicación de esta fórmula de revalorización, basada
en la indexación al aumento del IPC promedio, no debe olvidarse que el mantenimiento del
poder adquisitivo de las pensiones debiera presentarse como algo incuestionable, en cuanto
se tratar de una exigencia derivada de nuestro marco constitucional y del sistema multinivel de
garantía del derecho a la pensión de jubilación.

3.2. La adopción de medidas dirigidas a reforzar los ingresos del sistema. El Meca-
nismo de Equidad Intergeneracional

Otro de los rasgos característicos de la reforma del sistema de pensiones de 2021 –y de
otras reformas en el ámbito sociolaboral– es que se incorporan medidas encaminadas a au-
mentar los ingresos de nuestra Seguridad Social, superando la línea que se había venido si-
guiendo mayoritariamente en los anteriores procesos de reforma, encaminados, casi
exclusivamente, hacia la reducción de los gastos. En esta línea, por ejemplo, se sitúa el incre-
mento de las bases máximas de cotización para 202334, el incremento del SMI o el Mecanismo
de Equidad Intergeneracional (MEI).

Centrándonos en este último, parece fuera de toda duda que un planteamiento de sosteni-
bilidad integral de un sistema de pensiones como el nuestro debe situar a los principios de so-
lidaridad y de equidad intergeneracional en un lugar central del mismo. 

El Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (componente 30. R2-D) ya apuntó
la necesidad de reformular el Factor de Sostenibilidad aprobado en 2013, –y que, afortunada-
mente no llegó a ver la luz– clara manifestación de una concepción de la sostenibilidad del sis-
tema basada en exclusiva en un enfoque financiero-actuarial, centrada en la reducción del gasto
en pensiones, a costa de reducir su suficiencia prestacional y haciendo recaer sobre las perso-
nas pensionistas el riesgo del envejecimiento35. Frente a él se planteaba la necesidad de sus-
tituirlo por un instrumento en el que «los parámetros fundamentales del sistema serán objeto
de revisión periódica en el marco del Pacto de Toledo en función del equilibrio entre la población
ocupada y la población pensionista y del nivel de gasto agregado». Así como de atender al
«desafío que para el sistema supone el envejecimiento de población, y que libere a las genera-
ciones más jóvenes de un ajuste provocado por la llegada la edad de jubilación de cohortes de
trabajadores más pobladas».
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33 En esta línea, vid. https://www.actuarios.org/wp-content/uploads/2021/07/Informe-Reformas-SS-2021-Instituto-
Actuarios-Jun2022.pdf (consultado en noviembre de 2022).
34 Según el incremento contemplado los Presupuestos Generales del Estado para 2023, la base máxima de coti-
zación sube un 8,6 %, pasando de los 4.139,40 euros mensuales actuales a 4.495 euros (54.000 euros al año).
Un análisis de esta cuestión en MALDONADO MOLINA, J. A. «La proyectada reforma de los topes máximos de
las bases de cotización y pensiones», en https://www.net21.org/la-proyectada-reforma-de-los-topes-maximos-de-
las-bases-de-cotizacion-y-pensiones/ (consultado el 21 de diciembre de 2022).
35 Un análisis crítico de este factor de sostenibilidad en MONEREO PÉREZ, J. L. y FERNÁNDEZ BERNAT, J. A.
«El factor de sostenibilidad: configuración técnica y significación en la política de pensiones», en AA.VV. (MONE-
REO PÉREZ, J. L. y LÓPEZ CUMBRE, L. (dirs.). La pensión de jubilación. Estudio analítico y crítico tras los
últimos procesos. Comares, Granada, 2016, pp. 99 y ss.
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La Disp. final 4.ª de la Ley 21/2021, «con el fin de preservar el equilibrio entre generaciones
y fortalecer la sostenibilidad del sistema de la Seguridad Social en el largo plazo» recoge este
Mecanismo de Equidad Intergeneracional36, con el que, mediante el aumento del 0,6 % de las
cotizaciones sociales (0,5 % a cargo de la empresa y 0,1 % a cargo del trabajador/a), se pre-
tende financiar una especie de nuevo fondo de reserva de las pensiones con la finalidad de
amortiguar el impacto del incremento del coste de las pensiones de jubilación derivado de la ju-
bilación de la generación del baby boom37. Este Mecanismo, cuya aplicación se extenderá –en
principio— durante 10 años (de 2023 a 2032), se sustenta, pues, sobre una cotización autónoma
finalista dirigida a incrementar el maltrecho Fondo de Reserva de la Seguridad Social38 dotando,
así, al sistema de Seguridad Social de una herramienta de sostenibilidad financiera equilibrada
y temporal para responder a ciertos aspectos coyunturales del reto demográfico39. 

La evaluación de esta medida constituye un aspecto importante de su régimen jurídico. Así,
la adecuación de esta cotización adicional y su contribución al equilibrio del sistema será eva-
luada obligatoriamente al finalizar la década prevista de aplicación. A partir de 2032 y con una
periodicidad de tres años se verificará la conformidad del nivel de gastos e ingresos a las pre-
visiones que se hagan en el Ageing Report de la Comisión Europea o documento análogo.

Si el nivel de gasto supera el umbral previsto40, se plantea un doble escenario: si no es su-
perior al 0,2 % del PIB se dispondrá de los activos del Fondo de Reserva para financiar el gasto
en pensiones contributivas, con ese límite del 0,2 % del PIB. Y en caso de ser superior, o si se
han agotado los activos del Fondo de Reserva, el Gobierno negociará en la mesa de diálogo
social, una propuesta para el Pacto de Toledo que, de forma equilibrada, bien minore el porcen-
taje de gasto en pensiones en términos del PIB o bien incremente los ingresos.

Sin entrar en mayor profundidad sobre el régimen jurídico de este Mecanismo, y dejando a
un lado la falta de acuerdo con la patronal por su rechazo al aumento de las cotizaciones que
supone para las empresas, han sido varias las críticas dirigidas al MEI por contribuir a la inequi-
dad del sistema, en cuanto la cotización adicional no se traduce en un incremento de la pensión41

y, por ende, dar lugar a una erosión del principio contributivo; o por suponer una carga sobre la
creación de empleo, que perjudicará a las generaciones más jóvenes42. Aunque, en nuestra opi-
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36 Pese a la denominación, no se trata, en sentido estricto de un instrumento de equidad entre generaciones que dis-
tribuya el aumento de los costes y sus consecuencias para la sostenibilidad del sistema entre las generaciones jó-
venes y las pensionistas, sino que los mismos serán asumidos el colectivo de personas cotizantes y de las empresas.
37 Según el Gobierno, con este MEI se prevé recaudar unos 40.000 millones de euros en 10 años, cifra que se re-
duce prácticamente a la mitad (25.000 millones como máximo) según las previsiones de BBVA FEDEA o FUNCAS.
38 La Recomendación 3 del Informe del Pacto de Toledo 2020 vuelve a «recordar» la importancia del Fondo de
Reserva como instrumento para resolver desequilibrios económico-financieros coyunturales —no estructurales—
del sistema de Seguridad Social.
39 MOLINA NAVARRETE, C. La nueva pensión de jubilación, pública y privada, tras las últimas reformas, op. cit., p. 301.
Interesante resulta el estudio del MEI realizado por VILA TIERNO, F.; GUTIÉRREZ BENGOECHEA, M. y BENÍTEZ
LLAMAZARES, N. «Suficiencia y sostenibilidad en el marco de la Ley 21/2021. Especial atención al Mecanismo
de Equidad Intergeneracional». Revista de Trabajo y Seguridad Social, Centro de Estudios Financieros, n.º 647,
pp. 119 y ss. 
40 En el escenario, poco probable, de que no se supere el umbral previsto, en el seno del diálogo social se valorará
la utilización de los recursos del Fondo de Reserva para reducir las cotizaciones sociales o aumentar la cuantía
de las prestaciones.
41 Sobre esta cuestión, vid. DOMÍNGUEZ, I. «La reforma silenciosa de las pensiones. El efecto sobre la equidad».
Fundación Civismo, 2021. En https://civismo.org/wp-content/uploads/2021/02/2021.02.16.AI_.-Inmaculada-
Dom%C3%ADnguez.-La-reforma-silenciosa-de-las-pensiones-3.pdf (consultado el 22 de noviembre de 2022).
42 En este sentido, BLÁZQUEZ AGUDO, E.: «EL MEI. Otro mecanismo para tratar de garantizar la sostenibilidad
del sistema de pensiones», 2022. En https://www.aedtss.com/wp-content/uploads/2021/11/El-pasado-
di%CC%81a-16-de-noviembre-se-ha-conocido-los-principales-rasgos-sobre-el-Mecanismo-de-Equidad-Interge-
neracional.pdf (consultado el 25 de noviembre de 2022).
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nión, el limitado incremento de las cargas de cotización que supone el MEI no pensamos que
vaya a ser determinante en el sentido de que pueda poner en peligro la creación de empleo.
Antes el contrario, nos hallamos ante un mecanismo orientado en la línea del reforzamiento de
un principio básico del sistema como es el de solidaridad.

No obstante, por lo que ahora nos interesa en cuanto su contribución a la garantía de la sos-
tenibilidad integral del sistema, parece evidente que, por sí mismo, no constituye un instrumento
suficiente para atender a la magnitud de los riesgos sociales ante los que se enfrenta nuestro
sistema de pensiones y, en consecuencia, para contribuir a su equilibrio financiero43, tal y como
ponen de relieve la Comisión Europea o la OCDE, que constatan la insuficiencia del mismo para
mitigar el impacto financiero derivado de la jubilación de los baby boomers, en gran medida por
quedar su efecto absorbido por la técnica de la revalorización ligada al IPC. Se requiere, por
tanto, la adopción de otras medidas, de carácter estructural, que garanticen la sostenibilidad in-
tegral del sistema público de pensiones.

3.3. El desarrollo del pilar 0 del sistema, mediante la garantía de una renta mínima es-
tatal frente al riesgo global de pobreza y de exclusión social. La Ley 19/2021, de 20 de di-
ciembre, por la que se establece el Ingreso Mínimo Vital 

Como ha quedado apuntado en páginas anteriores, resulta indudable que la transición ener-
gética y la digitalización son procesos necesarios para el avance de la sociedad y la recupera-
ción de la economía –además de para el futuro del planeta–. Pero no puede ser obviado que
de los mismos van a derivar una serie de consecuencias de precariedad, pobreza o desigualdad,
unas necesidades sociales a las que resulta imprescindible atender. Y en ese objetivo se en-
marca el IMV, configurado como derecho básico de ciudadanía que debiera configurarse como
una solución, siquiera temporal en espera de que se materialice la confianza en la transición di-
gital y verde para crear empleos de calidad, ofrecida por el sistema de Seguridad Social para
atender a la destrucción de empleo a corto y medio plazo derivada del proceso de digitaliza-
ción.

La Ley 19/2021, de 20 de diciembre (BOE de 21 de diciembre), por la que se establece el
Ingreso Mínimo Vital, parte en su Preámbulo de esta configuración del IMV no como una técnica
protectora coyuntural sino como una política de protección para hacer frente a riesgos estruc-
turales, como un «seguro colectivo frente a los retos de nuestras sociedades enfrentarán el fu-
turo próximo: carreras laborales más inciertas, nuevas vulnerabilidades…, transformaciones
económicas asociadas a la robotización o el cambio climático y, en general, una mayor volatili-
dad en los ingresos y los empleos, problemas frete a los que casi nadie será inmune, pero que
afectarán especialmente a los grupos sociales más vulnerables».

Desde su creación en mayo de 2020, se han venido sucediendo las reformas motivadas en
buena medida por los problemas de tramitación y gestión y por el incumplimiento de las expec-
tativas en el cumplimiento del objetivo de lucha y erradicación de la pobreza y en el número de
potenciales beneficiarios que se plantearon en su inicio44. Pese al importante esfuerzo institu-
cional realizado y al aumento del gasto, derivado del incremento de la cuantía del IMV45, nos
encontramos aún lejos de alcanzar los objetivos de accesibilidad y de efectividad protectora
planteados en el inicio. 
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43 La aplicación del MEI supondrá el aumento de la participación de las cuotas de Seguridad Social en el PIB del 0,2
anual (en torno al 2,3 para la década en que está prevista su aplicación).
44 De los 2,3 millones de personas beneficiarias a los que se pretendía llegar, a diciembre de 2021, el número de per-
sonas titulares del IMV era de 362.017 y el de beneficiarias de 824.441, menos de un tercio de la cifra estimada.
Según datos del INSS, hasta finales de octubre de 2022 el Ingreso Mínimo Vital se había reconocido en 523.486 ho-
gares con un total de 1.453.773 personas beneficiarias, de las cuales un 42,5 % (618.762) son menores.
45 En 2022, la cuantía del IMV osciló entre un importe mínimo de 484,02 € y un máximo de 1.064,84 € mensuales.
Para 2023 dicha cuantía se incrementa en un 8,5 %, mismo porcentaje que las pensiones contributivas, en función
de la revalorización conforme al IPC.
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Y, si bien es cierto que progresivamente se está mejorando el efecto protector, las deficien-
cias siguen siendo muy destacadas, tanto desde el punto de vista de la suficiencia prestacional
como desde la perspectiva de la erradicación de la pobreza y la inclusión sociolaboral. No hay
más que pensar en el número de potenciales beneficiarios/as que no llegan a solicitarlo o en el
alto volumen de solicitudes rechazadas, lo que hace necesarias nuevas reformas que avancen
en eficacia de gestión y protección (más cobertura, más intensidad protectora, una mejor u más
accesible gestión, automática y de oficio, mayor información, mayor coordinación con los servi-
cios sociales y con los agentes del sistema de acción social a nivel autonómico y local, mayores
incentivos para compatibilizar el IMV con el trabajo…).

Hay que seguir avanzando en la apuesta por el IMV como derecho subjetivo de ciudadanía
social, superando la tradicional ideal del «derecho de pobres»46 y configurándolo como un de-
recho subjetivo autónomo de protección social frente al riesgo de pobreza y exclusión social en
entornos social, tecnológica y ambientalmente en transformación. «Un derecho social de última
generación con una estructura compleja y contenido integral ex artículo 30 de la Carta Social
Europea revisada de 1996… y la exigente doctrina jurisprudencial del CEDS»47.

Es cierto que, como se ha dicho, la Ley 19/2021 parte de la configuración del IMV no como
una prestación más del sistema, sino como un instrumento al servicio de la lucha contra riesgos
sociales globales, como el de exclusión social derivado de entornos de transformación como
en los que nos hallamos. Sin embargo, el desarrollo normativo posterior no refleja esa compleja
naturaleza, quedándose anclado –esa es la sensación– en una visión clásica del IMV como ins-
trumento protector frente a las situaciones de pobreza, un derecho de asistencia social, pese a
su inclusión dentro de la acción protectora del sistema de Seguridad Social48. Resulta necesario,
pues, seguir avanzando.

3.4. La promoción y desarrollo del pilar 2. La Ley 12/2022, de 30 de junio, de regulación
para el impulso de los planes de pensiones de empleo, por la que se modifica el texto re-
fundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado por
Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre

La contribución al objetivo de la garantía de la sostenibilidad futura de los sistemas de pen-
siones desde la intervención en el ámbito de la previsión social complementaria está presente,
a nivel comunitario, en el Reglamento (UE) 2019/1238, del Parlamento Europeo y del Consejo,
de 20 de junio, relativo a un producto paneuropeo de pensiones individuales, que, de manera
expresa, plantea entre sus objetivos el de actuar como instrumento frente a los riesgos sociales
globales. Y entre ellos, junto al desafío demográfico provocado por el envejecimiento del conti-
nente europeo49, se hace referencia a la revolución digital, por el impacto que la misma sobre
los sistemas de pensiones, tanto desde el punto de vista de su sostenibilidad como de la sufi-
ciencia protectora50. Con este objetivo, se prevé la creación de un «producto de pensiones in-
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46 VIDA SORIA, J. «Los derechos de los pobres… ¡pobres derechos!», en MONEREO PÉREZ, J. L. y MÁRQUEZ
PRIETO, A. (dirs.). La política y el derecho del empleo en la nueva sociedad del trabajo. Liber amicorum en honor
de la profesora Rosa Quesada Segura. CARL, Sevilla, 2016, pp. 930-935.
47 MOLINA NAVARRETE, C. y VILLAR CAÑADA, I. M. Industria 5.0, transición ecológica y pilares de las pensio-
nes…, op. cit., p. 125.
48 Sobre esta cuestión vid. JIMENA QUESADA, L. «El derecho a la protección contra la pobreza y la exclusión so-
cial como paradigma del respeto de la dignidad humana. La inserción del ingreso mínimo vital en el marco de la
evolución de los estándares internacionales». Lex Social, n.º 10, 2020, p. 411.
49 En este sentido, vid. Libro Verde sobre el Envejecimiento. Fomentar la solidaridad y la responsabilidad entre
generaciones. Comisión Europea. Bruselas, 2021:
file:///C:/Users/Usuario/Downloads/libro%20verde%20sobre%20el%20envejecimiento%20fomentar%20la%20so-
lidaridad-1_ES_ACT_part1_v2.pdf
50 Esta relevancia de la digitalización que es puesta de manifiesto de manera expresa en la Recomendación 19
bis del Pacto de Toledo 2020.
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dividuales que tendrá una naturaleza de jubilación a largo plazo», de previsión social comple-
mentaria cuya gestión por elementos financieros típicos, sino también «ambientales, sociales y
de gobernanza a que se refieren los Principios de Inversión Responsable de las Naciones Uni-
das».

Siguiendo esta línea, son varias las voces acreditadas de nuestra doctrina que consideran
la conveniencia de valorar la contribución al sistema de protección social, tanto desde la pers-
pectiva pública como la privada, para potenciar y fomentar la participación en esos sistemas
complementarios51. De modo que la integración de estas aportaciones privadas en el ámbito
público sería una alternativa válida para eludir las reticencias que este tipo de medidas generan
en la defensa de un sistema público de Seguridad Social.

El riesgo de insostenibilidad económica-financiera del sistema de pensiones español es
puesto de relieve –también– por el Índice Global de Pensiones de Mercer CFA Institute52, que
en 2021 situaba a nuestro sistema de pensiones en una posición media global (posición 24
entre los 43 sistemas analizados), en la que no se cuestiona su calidad actual (suficiencia, ges-
tión)53, sino su sostenibilidad financiera futura. Un riesgo que derivaría principalmente, según
apunta, de la dependencia excesiva del primer pilar. Frente a este panorama, son tres las reco-
mendaciones que se hacen a España: 1) El aumento de la protección de las personas en edad
de jubilación que se encuentren en situación de vulnerabilidad, en lugar de adoptar reformas
de carácter universalista, con objeto de mejorar la equidad interna del sistema; 2) el reforza-
miento del sistema de previsión social complementaria, en particular de los planes colectivos
(empleo) mediante un sistema de adscripción automática o a través de beneficios fiscales; y 3)
el alargamiento de las vidas laborales, mediante incentivos a la jubilación demorada o el au-
mento de la participación de las personas trabajadoras mayores en el mercado de trabajo. 

Es decir, en España se estaría intentando garantizar la sostenibilidad del sistema de pen-
siones actuando solo –o al menos principalmente– sobre el pilar de pensiones públicas, cuando
la misma habría de sustentarse, apuntan, sobre el equilibrio entre los tres pilares, debiéndose
apostar por el reforzamiento del pilar complementario, en la línea seguida por gran parte de los
países de la OCDE.

Pues bien, esta necesaria actuación sobre el pilar 2 del sistema de pensiones aparece pre-
vista en la Recomendación 16 del Pacto de Toledo 2020 que destaca la «necesidad de dotar
de estabilidad al actual modelo de SS complementaria» e «impulsar, de forma preferente, los
sistemas sustentados en el marco de la negociación colectiva, de empleo, que integran el se-
gundo pilar del modelo de pensiones», debiendo proporcionarles un «régimen fiscal y jurídico
adecuado y diferenciado».

Por otro lado, el Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia (reforma 5 del compo-
nente 30) contempla el compromiso del Gobierno de revisar e impulsar los sistemas comple-
mentarios de pensiones, a través de la aprobación de un nuevo marco jurídico que impulse los
planes de pensiones de empleo y contemple la promoción pública de fondos de pensiones, con
la finalidad de dar cobertura a colectivos de personas trabajadoras sin planes de pensiones de
empleo en sus empresas o a trabajadores/as autónomo/as. 
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51 Vid. LÓPEZ CUMBRE, L. «El futuro de las pensiones y las pensiones del futuro», en AA.VV. (LÓPEZ CUMBRE,
L. dir.): Efectos laborales, sindicales y de Seguridad Social de la digitalización. Cizur Menor: Thomson Reuters-
Aranzadi. Pamplona, 2022.
52 https://www.mercer.es/capital-intelectual/global-pension-index-2021.html#:~:text=El%20Mercer%20CFA%20Ins-
titute%20Global,sistema%20de%20pensiones%20del%20mundo
53 Pese a ello, en el ámbito de la suficiencia financiera, el Índice recomienda a España mejorar las pensiones mí-
nimas (cuestión esta recogida en la Disposición final quinta de la Ley 21/2021) y la tasa de cobertura. 
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Y, por su parte, la Disposición Adicional cuadragésima de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre
(BOE de 31 de diciembre), de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, encomen-
daba al gobierno el mandato de presentar un proyecto de ley sobre fondos de pensiones públicos
de empleo en el que se atribuyera a la Administración General del Estado capacidad legal para
su promoción. Un mandato este que se materializa en la Ley 12/2022, de 30 de junio (BOE de 1
de julio), de regulación para el impulso de los planes de pensiones de empleo, por la que se mo-
difica el texto refundido de la Ley de Regulación de los Planes y Fondos de Pensiones, aprobado
por Real Decreto Legislativo 1/2002, de 29 de noviembre54 y que regula los fondos de pensiones
de empleo de promoción pública abiertos y los planes de pensiones de empleo simplificados. 

En su art. 60.3 se contempla que la inversión de los activos de los fondos de pensiones
habrá de regirse conforme a criterios tanto de naturaleza financiera como extrafinanciera. Así,
y siempre en interés de las personas partícipes y beneficiarias, se tomarán en consideración
«la rentabilidad, el riesgo y el impacto social y medioambiental de las inversiones, excluyéndose,
por ejemplo, las empresas que cuenten con sedes en paraísos fiscales, o aquellas que hayan
cometido delitos medioambientales o laborales en los 10 años anteriores a la inversión. 

Un proceso de inversión que se ha de caracterizar por ser socialmente responsable, en el
que se valorarán, como decimos, los riesgos extrafinancieros y los criterios medioambientales
(sostenibilidad ecológica y transición verde), sociales (que favorezcan la inclusión y la igualdad,
en línea con los Objetivos de Desarrollo Sostenible), y de buen gobierno corporativo, alineados
con los principios para la inversión responsable. Especialmente se tendrán en cuenta el cum-
plimiento de los Objetivos de Desarrollo Sostenible y la taxonomía medioambiental y social con-
tenida en Reglamento (UE) 2020/852 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de
2020, relativo al establecimiento de un marco para facilitar las inversiones sostenibles.

Siguiendo esta misma línea, en la obligación de evaluación periódica se tendrán en cuenta
esos «aspectos de carácter medioambiental, social y de buen gobierno corporativo derivados
del proceso inversor y específicamente de la eficacia de las inversiones en proyectos de impacto
social y medioambiental».

Es decir, como vemos, esta apuesta normativa por el desarrollo del pilar 2 se sustenta tam-
bién sobre un enfoque de sostenibilidad integral del sistema de protección social (financiera, so-
cial y ambiental), tal y como pone de relieve el propio Preámbulo de la Ley 12/2022 que atribuye
a los planes de pensiones el papel de «instrumento dinamizador destacado de las finanzas sos-
tenibles, contribuyendo a financiar las transformaciones energéticas y fomentando la innovación
social en aspectos tan relevantes como la vivienda social, los microcréditos o el control de la
cadena de suministros». La reforma se sustenta, pues, en una generalización -o normalización,
al menos, de una práctica de gestión de las inversiones social y ambientalmente responsable55. 

Una vez más, habremos de esperar a ver si se alcanzan los objetivos planteados con la re-
forma56 y se consolida en nuestro país un verdadero segundo pilar, un sistema de previsión so-
cial complementaria de las pensiones públicas que permita mejorar el principio constitucional
de suficiencia protectora sin afectar a la sostenibilidad del sistema público de pensiones, supe-
rando el tradicional papel como instrumentos de ahorro a largo plazo –y no particularmente efi-
cientes– para quienes poseen más capacidad económica que en la práctica han tenido hasta
ahora los planes privados de pensiones en nuestro país.
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54 La puesta en marcha de todo lo previsto normativamente requiere, según establece la propia Ley 12/2022, de
desarrollo reglamentario en muchas cuestiones, un desarrollo llevado a cabo de manera parcial por el Real Decreto
885/2022.
55 Una práctica esta ya presente en la modalidad de planes de pensiones de sistema empleo.
56 El Gobierno planteó como objetivo de esta reforma alcanzar un 40 % aproximadamente de nivel de cobertura
del sistema de previsión social (similar al del sistema vasco) en un período temporal de una década, apostado
por la vía de la negociación colectiva para su consecución.
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No parece que, de nuevo, haya lugar a demasiado optimismo. Y es, para alcanzar el objetivo
perseguido, no resulta suficiente, pensamos, con un mayor incentivo fiscal. Y el contexto eco-
nómico en el que nos encontramos, con la progresiva pérdida de poder adquisitivo derivada de
los elevados niveles de inflación, tampoco parece contribuir al cambio de mentalidad que supone
renunciar a parte de la retribución actual en pro de incrementar la retribución diferida para el
momento de la jubilación.

Habrá, pues –también aquí–, que esperar.

4. CONCLUSIONES

Parece una conclusión incuestionable, defendida desde los distintos sectores de análisis, la
relativa a la necesidad de llevar a cabo reformas del sistema de Seguridad Social y, particular-
mente, del de pensiones en la búsqueda de garantizar su viabilidad futura y, al mismo tiempo,
la suficiencia de la protección dispensada57. Las que varían son, evidentemente, las propuestas
para acometer esas reformas.

Pero, más allá de estos diferentes puntos de vista, sí parece existir un mayor consenso en
la necesidad de que en los distintos procesos de reforma de los sistemas de protección social
estén presentes las diferentes etapas por las que pasan las personas a lo largo de su vida y las
distintas situaciones y riesgos a los que se enfrentan; un enfoque del ciclo vital con la finalidad
de adecuar el nivel de cobertura y la intensidad protectora a cada nueva fase de la vida en la
que se sitúa una persona.

En este sentido, la Comisión Europea en el Libro Verde sobre el Envejecimiento parte de
que la líneas divisorias de las tradicionales etapas vitales (educación y formación, trabajo y ju-
bilación) se están flexibilizando de manera progresiva y destaca el impacto transversal del en-
vejecimiento, centrándose en las implicaciones personales y en las repercusiones sociales más
amplias del mismo, Así, el aprendizaje permanente para evitar la brecha digital, la calidad de
vida mediante estilos de vida saludable, el empleo asociado al cuidado de personas mayores,
alternativas de ahorro-inversión, en pensiones adecuadas, etc.

Pues bien, como hemos ido viendo, este enfoque está presente en las reformas que se están
operando en nuestro sistema de pensiones. Reformas que, como hemos visto, incorporan pautas
de regulación y gestión basadas en la necesidad de afrontar los principales retos globales ante
los que se enfrenta la sociedad en la actualidad y en el futuro próximo: transición demográfica,
transición digital, con los riesgos de exclusión social derivada de la misma, transición verde… 

Y es que es una realidad que de estos procesos de transición en los que estamos inmersos
se derivan una serie de consecuencias para la ciudadanía, unos costes sociales frente a los
cuales el sistema de protección social debe actuar como amortiguador, contribuyendo a mini-
mizar los efectos que de ellos pueden derivar, por ejemplo, en el ámbito del empleo o en el desarrollo
de las carreras profesionales de las personas trabajadoras. En definitiva, nuevas necesidades
sociales frente a las que los poderes públicos han de trabajar para ofrecer respuestas adecua-
das. El sistema de protección social conformado por el triple o cuádruple pilar de pensiones se
nos presenta, así, como un instrumento idóneo para abordar los riesgos sociales globales ac-
tuales (cambio climático, digitalización, exclusión o vulnerabilidad social…)58.
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57 Un profundo e interesante análisis de esa tensión entre sostenibilidad y suficiencia en MONEREO PÉREZ, J.
L. La reforma del sistema de pensiones en España. Sostenibilidad económico-financiera, suficiencia y adecuación
social. Atelier. Barcelona, 2022.
58 Cuestión esta abordada de manera detenida por MONEREO PÉREZ, J. L., OJEDA AVILÉS, A. y GUTIÉRREZ
BENGOECHEA, M. Reforma de las pensiones públicas y planes privados de pensiones. Laborum. Murcia, 2021,
pp. 15 y ss.
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Para abordar de forma correcta las consecuencias de estos procesos, las medidas que se
adopten desde los sistemas de protección social han de sustentarse, como ha quedado ex-
puesto, en la búsqueda del equilibrio entre la suficiencia protectora y la sostenibilidad, entendida
esta desde un enfoque integral. Piénsese, así en el objetivo perseguido con el IMV de propor-
cionar una protección en forma de derechos subjetivos sociales que garanticen una vida digna
para todas las personas, erradicando las situaciones de pobreza; o en el papel complementario
que está llamado a desempeñar el pilar 2, mediante el fomento de los planes de pensiones del
sistema empleo y su apuesta por inversiones social y medioambientalmente responsables, sin
cuestionar el objetivo de una protección suficiente propia del pilar 1.

Habremos de esperar para ver si se cumplen las ambiciosas expectativas del Gobierno. La
experiencia hasta el momento no nos permite ser demasiado optimistas. Y es que, pese a los
enormes esfuerzos que se están llevando a cabo, materializados en el proceso de reforma con-
tinua de esta figura, el IMV no está corrigiendo de una manera significativa las situaciones de
pobreza severa ni previene el riesgo de exclusión social. Y también se antoja complicado que
el sistema de previsión social complementaria llegue a instaurarse de forma generalizada, ga-
rantizando un nivel de aportaciones suficiente y regular que asegure una prestación comple-
mentaria a la mayoría.

Estamos aún lejos del cumplimiento de los objetivos propuestos. Y su consecución exige,
sin duda, nuevas reformas que deberían ser fruto del consenso, social y político, imprescindible
en el ámbito de la protección social, si se pretende que los cambios que se lleven a cabo cuenten
con el respaldo social y generen la debida confianza entre la ciudadanía.
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